
EL PROCESO DE MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA 
EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

Jaime Rodríguez-Arana''' 

SUMARIO: INTRODUCCIÓN, REFORMAS Y MODERNIZACIÓN DE LA ADMINIS­
TRACIÓN PÚBLICA. / REFORMA Y MODERNIZACIÓN EN LAS AUTONOMÍAS. / 
PROCESO DE CREACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES DE LAS COMUNIDADES AUTÓ­
NOMAS. / PRIMEROS INTENTOS DE REFORMA. / SEGUNDO PERIODO DE REFORMAS Y 
MODERNIZACIÓN ADMINISTRATIVA. / CONCLUSIONES. 

Introducción. 
Reformas y modernización de la Administración Pública 

La preocupación por los distintos procesos de lo que ha venido a denominar­
se reforma o modernización administrativa es constante a lo largo de la reciente 
historia de las Comunidades Autónomas, en la que se han sucedido intentos y 
propuestas para buscar la adecuación estructural y funcional de la Administración 
pública autonómica a la prestación de una pluralidad de servicios públicos y a la 
realización del resto de sus actividades en consonancia con el dinamismo de la so­
ciedad en la que se desenvuelve. 

En términos generales, las transformaciones observadas en las Comunidades 
Autónomas desde una perspectiva de la gestión pública son bastante similares. 
Todo un conjunto de fenómenos como la preocupación por la eficacia pública, la 
búsqueda de la calidad en la prestación de los servicios públicos con la consi­
guiente orientación al ciudadano, supuestos de descentralización territorial y fun­
cional o mayor participación en la gestión de servicios, son intentos de generar 
instrumentos que fortalezcan la idea de servicio público, tan necesaria hoy en día. 

La práctica totahdad de los procesos de reforma y modernización adminis­
trativa de las Autonomías se declaran dirigidos, como es lógico, a conseguir una 
Administración Pública más eficaz, que cueste menos y que piense más en el ciu­
dadano. 

De esta manera, se pone de manifiesto un dato de importancia capital: los 
modelos políticos y administrativos han de construirse a partir del ciudadano y 
en función de sus necesidades colectivas. Esto es, en mi opinión, el «punctum 
dolems» de cualquier proceso de reforma o modernización administrativa: que se 

* El autor agradece al investigador del INAP Alfredo González su valiosa colabora­
ción en este estudio. 



726 EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS EN 2001: TEMAS MONOGRÁFICOS 

tenga bien claro que el dueño, que el propietario de la Administración pública es 
el ciudadano. 

La legitimación de la Administración pública, lo sabemos bien, ha de basarse 
en los resultados, en la capacidad de la acción pública para satisfacer las nuevas 
demandas sociales, lo cual implica inevitablemente dar prioridad a la producción 
y entrega de bienes y servicios a los ciudadanos considerados como destinatarios, 
siempre desde el contexto del principio de legalidad y teniendo que la función de 
la Administración se justifica en la medida en que sirve con objetividad 

Por otra parte, la configuración del Estado social y democrático de derecho 
supone una nueva funcionalidad de la Administración Pública. 

En realidad, durante estos años, todos los gobiernos, y también los autonó­
micos, se han planteado cómo mejorar la eficacia administrativa, como introdu­
cir reformas que modernicen la Administración. 

La sociedad está inmersa en un profundo y continuo cambio en prácticamen­
te todos los campos: social, económico, político y tecnológico, lo que va a origi­
nar un constante esfuerzo de adaptación a la realidad por parte de las Admi­
nistraciones públicas: la aparición de fenómenos como el de la inmigración, el 
continuo desarrollo de nuevas técnicas audiovisuales o la creación de las auto­
nomías en España obligan a respuestas en un plazo breve de tiempo y a profun­
das reestructuraciones en la Administración invitándolas a un continuo proceso 
de mejora y adaptación. Podemos definir la modernización administrativa como 
una puesta al día permanente de la Administración en función de las exigencias 
del momento y del lugar. Pues bien, esta modernización va a consistir en un pro­
ceso constante, siempre inacabado. Nunca se podrá afirmar, por tanto, que se 
alcanzó la modernización de algún organismo pues el cambio en el resto del en­
tramado social no se detiene nunca. 

La realidad administrativa no será en el futuro sólo lo que es hoy, sino que 
será, a partir de lo que es, lo que los responsables públicos hagan que sea. No lo 
que quieran, sino lo que de hecho hagan. Porque nuestros antecesores adminis­
trativos quisieron, -muy probablemente- dejarnos a nosotros el mejor de los 
mundos administrativos. Igual que tal cosa pretenden los responsables de hoy 
con las generaciones futuras. Pero no somos ingenuos ni visionarios: nuestra 
comprensión de los problemas -de la realidad- es limitada, y nuestra capacidad 
de acción, otro tanto o más. 

Lo que llamo el sentido de la realidad, la capacidad para distinguir lo bueno, 
lo malo, lo mejor, lo peor, lo pésimo y lo óptimo; el sentido práctico y la imagi­
nación para abordar con decisión y con prudencia los problemas conveniente­
mente priorizados; el equilibrio para que las soluciones no sean unidireccionales 
y tomen en cuenta a todos los sectores sociales, sin exclusión; la moderación, 
consecuencia lógica de todo lo anterior, que lleva de la mano a desechar cualquier 
solución que se presente con pretensiones de globalidad y con la etiqueta de defi­
nitiva. Ni el conformismo estático o esclerótico de lo que algunos llaman dere­
cha; ni el inconformismo dinámico y compulsivo de lo que llaman izquierda. 
Reformismo, le llamo y, en el marco de los procesos de modernización en las 
Comunidades Autónomas, es un dato bien patente. 
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Esta voluntad de reforma va a crear dentro de la ciencia de la Administración 
una corriente de estudios centrados específicamente sobre la reforma adminis­
trativa, que pueden incluir dentro de sí los estudios de gestión pública, pues son 
un elemento de importancia vital para la reforma y modernización administrati­
va. Hoy, nos corresponde aplicar este enfoque a la situación de las Comunidades 
Autónomas. 

Entre las propuestas de mejorar el desempeño y de revitalizar la Admi­
nistración destacan las que propone: desburocratizar, es decir, eliminar el pape­
leo innecesario y las reglas de procedimiento no funcionales; presentación públi­
ca de cuentas; una ética pública que cree un ambiente propicio para el buen 
desempeño de la función pública; permitir las quejas sobre el desempeño y 
manejo de la ejecución de la Administración; favorecer la participación del 
público en las actuaciones de la Administración; incrementar el status de los 
funcionarios públicos, muy deteriorado en relación con el de los trabajadores 
del sector privado y ampliar los estudios e investigaciones sobre la Admi­
nistración pública. Podemos perfilar de este modo una Administración del siglo 
XXI que será una Administración receptiva, una Administración que invierta el 
organigrama de los servicios; que cultive un nuevo espíritu, nuevos valores, 
el valor servicio, el valor de perfección frente al perfeccionismo, la rapidez en las 
prestaciones, la calidad del producto...; en fin, que asuma una actitud ética de 
servicio. 

La literatura sobre reforma y modernización administrativa consiguió, debi­
do a la gran importancia y interés del tema, un gran desarrollo en nuestro tiem­
po y nos demuestra en estos momentos una gran cantidad de experiencias, bien 
afortunadas, bien fracasadas, de distintas experiencias y de técnicas y procedi­
mientos que persiguen el resultado de una Administración más eficaz, transpa­
rente y mejor gestionada. La venturosa realidad, con matices, de las experiencias 
puestas en marcha por las Comunidades Autónomas, así lo atestiguan. 

Reforma y modernización en las autonomías 

Los procesos de reforma y modernización administrativa que desde hace más 
de dos décadas se vienen impulsando en los países de la OCDE han encontrado 
en la realidad administrativa española una importante acogida y han experimen­
tado un singular desarrollo desde finales de la década de los ochenta. Si bien no 
hay duda de que todo proceso de reforma, también en las Administraciones 
públicas, es, por definición, un proceso de carácter permanente pues en lo esen­
cial trata de adaptar estructuras y procesos a los diferentes cambios que se pro­
ducen en su entorno, lo cierto es que ha sido en los últimos años cuando la rapi­
dez de estas transformaciones han exigido la realización de profundas modifica­
ciones en los distintos aparatos públicos centradas básicamente en la mejora de 
la eficacia y eficiencia de la actividad administrativa, el desarrollo de las capaci­
dades directivas, el cambio de cultura administrativa y la transformación de las 
organizaciones públicas hacia la prestación de servicios de calidad. 

El proceso de modernización de la Administración del Estado iniciado en 1989 
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ha sido objeto de atención de un número importante de autores, que desde la ópti­
ca de la ciencia de la administración, la ciencia política o el derecho administrativo 
han abordado sus diversos aspectos (Nieto, 1992, Ortega, 1996, Villoría, 1996). 
Más recientemente, los procesos de reforma en los ámbitos local y autonómico han 
sido objeto de diferentes análisis de carácter descriptivo (Ortega, 1997, Echeberría, 
1995, Canales, 1997), si bien la escasez de datos en la mayoría de las ocasiones han 
dificultado la obtención de resultados plenamente satisfactorios. 

Los procesos de modernización de las Administraciones autonómicas en 
España se inscriben, además, en la corriente de reformas organizativas de los 
niveles intermedios de gobierno en Estados descentralizados (W.AA., 2001; 
Wollman, 2001), por lo que constituyen un elemento fundamental de la redefini­
ción y mejora del funcionamiento de las relaciones interadministrativas. 

A efectos del presente artículo, opto por el empleo del término moderniza­
ción y reforma -que empleo como sinónimos- para referirnos de manera amplia 
a todos aquellos planes, programas, medidas y actuaciones concretas que tienen 
como fin último mejorar diferentes aspectos de las Administraciones 
Autonómicas para asegurar un mejor funcionamiento de las mismas en el cum­
plimiento de los fines que tienen encomendados. 

En una periodificación que ha sido ampliamente aceptada Subirats y Ramio 
(1996) señalan que los aparatos administrativos de las Comunidades Autónomas 
han atravesado tres etapas diferentes. La primera (1980-1987) de creación, fun­
dación e institucionalización. La segunda (1987-1991) de consolidación y expan­
sión. Y la tercera (1991-1995), caracterizada como fin de ciclo y agotamiento del 
modelo de crecimiento sostenido.^ Sobre esta división cabe suponer otra basada 
en las experiencias de reforma y modernización de las Administraciones auto­
nómicas desde su creación. De esa manera, se asiste a un primer período de 
reformas caracterizado por tratarse, en su mayoría, de medidas parciales, a veces 
sólo mejoras puntuales, que pretendían agilizar el funcionamiento administrati­
vo mediante procesos de racionalización de unidades, procedimientos y sistemas 
de coordinación y que abarcaría desde mediados de la década de los ochenta 
hasta mediados de la de los noventa, momento en que a pesar de considerar 
necesarias muchas de esas reformas para la mejora de la prestación de servicios, 
se tomó conciencia de los límites del propio modelo burocrático y de la necesi­
dad de adaptar las organizaciones administrativas a las nuevas exigencias del 
entorno social, económico y cultural 

De esta manera, posteriormente y ante la concurrencia de un conjunto de fac­
tores diverso, comienzan procesos más ambiciosos de modernización y reforma 
que tratan de actuar conjuntamente sobre una multiplicidad de elementos bajo los 
principios de economía, eficacia, eficiencia, calidad y orientación al ciudadano. 

Dada la heterogeneidad de los casos, es complicado hablar de una fecha de 

1. Puede añadirse un cuarto periodo que comenzaría en 1997 y se carcaterizaría por los 
traspasos de educación y sanidad a las Comunidades del artículo 143, la reforma del siste­
ma de financiación autonómica y la consolidación de los programas de modernización 
administrativa. 
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inicio y de una fecha final para el diseño de un marco temporal común dentro del 
que se desenvuelven las acciones de reforma que comparten características simi­
lares. Así, puede decirse que en cada una de las Comunidades el punto de infle­
xión entre la aplicación de mejoras parciales y la elaboración de amplias estrate­
gias de modernización, se produce en un año diferente, siendo la Xunta de 
Galicia la primera en adoptar una estrategia con las nuevas características a par­
tir del Plan aprobado en febrero de 1990. 

El resto del artículo trata de estudiar brevemente el proceso de creación ins­
titucional de las Administraciones autonómicas, dar cuenta de las primeras medi­
das de reforma durante la década de 1980 y los primeros años de la de 1990 y 
detenerse más en profundidad en los proyectos globales de modernización admi­
nistrativa de los últimos años. 

Proceso de creación de las administraciones 
de las Comunidades Autónomas 

Como resultado del principio de autonomía organizativa de las instituciones 
de autogobierno reconocido en el artículo 148.1 de la Constitución, en todos los 
Estatutos de Autonomía y en las Leyes autonómicas de Gobierno y régimen 
jurídico de las Administraciones públicas, las Comunidades Autónomas confi­
guraron modelos organizativos y de funcionamiento de carácter burocrático 
siguiendo en lo esencial la división departamental y fragmentada de la Admi­
nistración del Estado (Aja et al., 1985; Echebarría, 1995; Subirats y Ramio, 1996, 
Bañón y Panlagua, 2000), reproduciendo de esa manera las virtudes y defectos 
que ya entonces se predicaban de la organización estatal.. 

Ante la inevitable pregunta de por qué las nuevas organizaciones desaprove­
charon la oportunidad de innovar en la configuración de sus estructuras admi­
nistrativas, emergen tres explicaciones complementarias y que, por orden de 
importancia, vendrían a ser: Ausencia de referentes alternativos válidos, un esta­
do general de urgencia política y la existencia de ciertas condiciones en términos 
organizativos en algunos traspasos de competencias: 

Ausencia de modelos alternativos 

En el momento de creación de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas tan sólo existían dos referentes a considerar a la hora de configurar 
sus organizaciones. Rechazada la búsqueda de nuevos modelos de organización 
inspirados en las experiencias de los países del entorno, los dos únicos modelos 
que se tuvieron en cuenta fueron el de la Administración del Estado y el de las 
Diputaciones provinciales. El resultado fue que la mayoría de Comunidades 
Autónomas optaron por la adopción de la estructura estatal frente a la de 
las diputaciones, que fueron rechazas en parte por su escasa operatividad en 
organizaciones de mayor tamaño, en parte por criterios de «prestigio» político 
y, sobre todo, por el papel desempeñado por los funcionarios del Estado, sobre 
todo de los cuerpos superiores, que influyeron en el diseño de las nuevas admi-
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nistraciones. A pesar de lo anterior, cabe destacar la incidencia de las antiguas 
Diputaciones provinciales en algunos elementos de la estructura orgánica de las 
Comunidades uniprovinciales y en las especificidades propias del País Vasco y de 
Navarra. 

Urgencia política 

La innovación en la configuración organizativa y en el funcionamiento de las 
Administraciones autonómicas no aparecieron en aquellos primeros años en 
las agendas políticas de los Gobiernos autonómicos, más preocupados por poner 
en marcha políticas públicas de prestación de servicios que por replantearse las 
estructuras y los marcos de gestión a través de los que éstas se iban a llevar a cabo 
(Echebarría, 1995, Giménez Abad, 1996). Tuvieron que pasar varios años para 
que las disfunciones organizativas y de funcionamiento pasaran a ocupar un 
papel destacado en las prioridades políticas de las distintas Comunidades Au­
tónomas. 

Traspasos condicionados de competencias 

Algunos autores consideran que ciertos decretos de transferencias pudieron 
invadir la potestad de autoorganización de las autonomías, condicionando el 
ejercicio de las competencias a través de órganos preexistentes o de nueva crea­
ción (Echevarría, 1995). 

En cualquier caso, los aparatos públicos de las Comunidades Autónomas se 
basan en las Consejerías, que agrupan un conjunto de unidades bajo criterios de 
racionalidad, los órganos que componen el «círculo político administrativo» 
Qiménez Asensio, 1998), en general, las Secretarías Generales, las Secretarías 
Generales Técnicas y las Direcciones Generales, y el círculo burocrático, inte­
grado por Subdirecciones Generales -o áreas o divisiones-. Servicios, Secciones 
y Negociados. Las principales especialidades son las constituidas por la existen­
cia de Viceconsejerías en Andalucía, Asturias, Canarias, Madrid y el País Vasco, 
la simplicidad del modelo organizativo en Navarra -sin Secretaría General- y la 
ausencia de Servicios, Secciones y Negociados en el País Vasco (Subirats y 
Ramio, 1996). 

La mimesis respecto de la organización y funcionamiento de la Adminis­
tración del Estado se extendió más allá de la estructura departamental de cada 
Consejería. Así, se procedió desde el principio a la configuración de la Admi­
nistración institucional a través de la creación de organismos autónomos y otros 
entes instrumentales con distintos nombres y diferente regulación, lo que res­
pondía, según los casos, a objetivos relacionados con el desarrollo competencial 
y prestacional y a la necesidad de separar funcionalmente la gestión de determi­
nados servicios para evitar, en aras de la eficacia y eficiencia, la rigidez excesiva 
de la organización departamental. Por otra parte, la Administración periférica de 
algunas Comunidades Autónomas pluriprovinciales repitió en lo esencial la con­
figuración estatal y ello a pesar de fas previsiones estatutarias y legislativas y del 
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Informe de la Comisión de Expertos, que establecían la posibilidad de delegar la 
gestión de las competencias propias en órganos de naturaleza provincial. De ese 
modo se implantaron tres modelos diferentes de Administración periférica, una 
que integraba los servicios en una única delegación territorial (Aragón, Castilla 
y León y Cataluña), otra los hacía depender de las respectivas Consejerías 
(Galicia, Andalucía) y la del País Vasco, que subordinaba los servicios a las res­
pectivas direcciones. (Echebarría, 1995). 

Por lo que se refiere al origen, composición y características de los puestos 
directivos, en los primeros tiempos del autogobierno se procedió a la multiplica­
ción de los cargos de confianza en detrimento de una amplia estrategia de profe­
sionalización de los puestos que componían las cúpulas administrativas.^ 
Además, la ausencia de una legislación estatal básica postconstitucional en mate­
ria de función pública hasta 1984 motivó que la mayoría de Comunidades se lan­
zaran a procesos de selección y reclutamiento singulares. De esa manera, junto 
con funcionarios traspasados de la Administración del Estado y de las Dipu­
taciones provinciales, se procedió al reclutamiento de funcionarios autonómicos, 
a la firma de contratos laborales indefinidos y temporales y a la incorporación de 
asesores en puestos de designación política de carácter eventual. La aprobación 
de la Ley 30/1984 de Medidas de Función Pública, que provocó la aprobación su­
cesiva de las leyes autonómicas,^ vino a ordenar la materia en torno a las bases 
establecidas por el Estado respetando los principios de autonomía organizativa 
y financiera de las Comunidades Autónomas, al dejar a éstas libertad para regu­
lar todo lo referido a la estructura orgánica o dimensión objetiva de la función 
pública, incluido el sistema de gestión de recursos humanos (Sánchez Morón, 
1998).'* 

Primeros intentos de reforma 

La misma urgencia política que orientaba la acción de los ejecutivos autonó­
micos durante los primeros años del autogobierno en los que se priorizaba más 
la cantidad que la calidad de los servicios que prestaban como instrumento de 
afianzamiento institucional y de legitimación ante los ciudadanos en un contex­
to de expansión del gasto púbhco en el conjunto del Estado, motivó que las 
reformas administrativas propuestas y ejecutadas durante la década de los ochen-

2. Sólo se reservaba el cargo de Director General a funcionarios mediante el procedi­
miento de libre designación en Aragón, Cantabria y Murcia, a pesar de que por sí solo 
este mecanismo no implica la profesionalización del sistema (Jiménez Asensio, 1998). En 
cualquier caso, actualmente sólo permanece vigente esta cláusula en la Comunidad de 
Murcia. 

3. La STC 99/1987, de 11 de junio motivó que buena parte de las Leyes aprobadas con 
anterioridad a esa fecha fueran modificadas para adaptarse a la misma. 

4. Sin embargo, desde algunas Comunidades Autónomas se consideró que se dejaba un 
margen demasiado reducido a las Administraciones autonómicas para regular sus propias 
políticas de personal (Huidobro, 1993). 
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ta y parte de la de los noventa se caracterizaran por sus modestas pretensiones, ya 
que más que plantear grandes programas de reforma,^ respondían a la necesidad 
asumida de solucionar aspectos parciales, como la informatización de los puestos 
de trabajo y la gestión de algunos procedimientos, el comienzo de la orientación a 
los ciudadanos, la reducción de trámites burocráticos innecesarios o la puesta en 
práctica mejoras organizativas puntuales dentro de algunos departamentos. 

Lo cierto es que no se daban entonces las circunstancias internas ni externas 
que motivaran replanteamientos de fondo sobre el papel de las Administraciones 
autonómicas en sus relaciones con la sociedad y ello a pesar de que ya desde dife­
rentes instancias comenzaban a detectarse graves problemas de funcionamiento 
que trataron de corregirse a través de estas acciones concretas. 

En 1985, la Diputación General de Aragón remitió a las Cortes un «Informe 
sobre los problemas que plantea la organización y funcionamiento de la Admi­
nistración de la Comunidad Autónoma», acompañado de una propuesta de di­
rectrices de actuación, a través de las que se diseñaba un programa de actuación 
a corto, medio y largo plazo. A pesar de que se aprobaron los casi cien puntos 
en las Cortes por unanimidad, el proyecto pronto fue abandonado, incluso antes 
de las elecciones de 1987 (Giménez Abad, 1994). No obstante, a raíz de este 
informe, se llegó a crear en 1986 una Comisión de racionalización, que sirvió a 
los intereses modernizadores hasta su modificación en 1992 y 1993. A pesar de 
que los puntos del informe no se aplicaron en la medida prevista, muchas de las 
reformas introducidas hasta mediados de la década de los años noventa respon­
dieron al espíritu plasmado en el documento y así, pueden destacarse algunos 
esfuerzos para simplificar trámites y procedimientos, los primeros planes de 
información y comunicaciones, la creación de la Inspección General de Servicios 
en 1986, los intentos para asegurar la coordinación y el control de la calidad de 
las normas jurídicas, o la creación de la Oficina de Información, sugerencias y 
reclamaciones. 

En Cataluña, el Decreto 237/1986, de 19 de febrero creó el Comité Asesor 
(luego comité director) para el estudio de la organización de la Administración, 
un órgano integrado por los Secretarios Generales, los Directores del centro in­
formático, del gabinete jurídico central, de la Escuela de Administración pública 
de Cataluña y del Director General de la Función Pública, al que se pretendía do­
tar de un fuerte liderazgo y ampHa representación para mantener la independencia 
en sus actuaciones. Este comité centró su actividad en el desarrollo de las disposi­
ciones de la Ley 13/1989 de 14 de diciembre, de organización, procedimiento y 
régimen jurídico de la Administración de la Generalitat de Catalunya, cuyo ante­
proyecto fue impulsado desde el propio comité (Florensa, 1994). Esta Ley supu­
so un avance importante en la reforma de la Administración catalana, introdu-

5. Los procesos de reforma llevados a cabo en Aragón y Cataluña, si bien centraban 
sus actuaciones en aspectos similares a las del resto de Comunidades Autónomas, respon­
dían a un ambicioso plan expresamente formulado de reforma del conjunto de la 
Administración autonómica. A pesar de ello, no depararon resultados satisfactorios inme­
diatos sino transcurridos varios años desde su puesta en funcionamiento. 
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ciendo importantes mejoras técnicas para la racionalización global de las mismas. 
Cabe destacar en este sentido, la introducción de la programación administrati­
va como método de actuación, el desarrollo de auditorias para el control de la 
eficacia y la simplificación de documentos y procedimientos. 

En Andalucía, la Comisión interdepartamental de coordinación y racionali­
zación administrativa creada en 1988 e integrada por representantes de la Conse­
jería de Gobernación y los Secretarios Generales del resto de Consejerías y 
Organismos autónomos, impulsó diferentes medidas de simplificación de proce­
dimientos y de trámites administrativos (Porras, 1994). Por su parte, la Comisión 
de Coordinación del Gobierno de Navarra preparó diferentes estudios sobre la 
reforma que finalmente y por distintas razones no pudieron llegar a ser aplica­
dos (Razquin, 1994). En Castilla y León el Decreto 173/1989, de 31 de agosto 
crea la Comisión de Racionalización Administrativa en cuyo seno se constituye­
ron grupos de trabajo para el estudio de procedimientos sancionadores en ámbi­
tos muy específicos 

Se ponen en práctica, en fin, las primeras experiencias de reforma orientadas 
al ciudadano con la creación de varias unidades de atención al ciudadano desde 
mediados de la década de los ochenta en varias Comunidades, como Andalucía, 
Asturias, La Rioja, Castilla y León, Extremadura y Galicia. 

En materia de recursos humanos, se asiste a la aprobación de las leyes auto­
nómicas áe función pública en el periodo comprendido entre 1985 y 1989 y basa­
das en las medidas de la Ley 30/1984, lo que, como ya se apuntó, contribuyó 
relativamente a ordenar y a clasificar la confusa situación en que se movían las 
Administraciones autonómicas mediante la introducción del sistema de puestos 
de trabajo, la creación del registro de personal, la aprobación de ofertas de 
empleo público y la ordenación de los funcionarios en cuerpos y en escalas. Pre­
cisamente los avances que se iban alcanzando en la regularización de muchas 
situaciones que habían nacido de facto en los años anteriores consumieron 
muchos de los esfuerzos de reforma en materia de recursos humanos, quedando 
relegados proyectos más ambiciosos de cambio en la gestión de personal para 
momentos posteriores. 

Las políticas de introducción de nuevas tecnologías tenían en estos primeros 
años el objetivo de incrementar el equipamiento de las unidades administrativas 
para facilitar la gestión y simplificar los procedimientos, sirviendo al propósito 
común de racionalizar trámites y agilizar procedimientos. De esta manera se 
crean órganos y se desarrollan instrumentos específicos para la planificación, 
dirección y seguimiento de la introducción de las nuevas tecnologías y el trata­
miento informático de datos en todas las administraciones autonómicas, como la 
Dirección General de Organización Administrativa en Andalucía, el Centro In­
formático de la Generalitat de Cataluña o la Dirección de Organización y Sistemas 
en Navarra o, más recientemente, el Plan de Acción General en el área de infor­
mática del Gobierno de Canarias. 

El proceso de modernización administrativa impulsado en la Administración 
General del Estado desde el documento «Reflexiones para la modernización de la 
administración del Estado» de 1989 y el Plan de 1992, incidió de manera notable 
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en las Administraciones autonómicas y no sólo por las posteriores modificaciones 
de la normativa básica estatal que trajo consigo,^ sino también por la creación de 
un efecto demostración, a partir del cual muchas Comunidades Autónomas co­
menzaron a replantearse la reforma global de sus organizaciones (Echebarría, 
1995; Villoría, 1994). 

Las Comunidades Autónomas comienzan a percibir la importancia de la for­
mación de los empleados públicos para la mejora en la prestación de servicios. 
De ese modo, se crean y/o regulan los Institutos autonómicos de administración 
pública desde los primeros años de autogobierno. A modo de ejemplo, la Escuela 
catalana de administración pública creada en 1912 se regula de nuevo en 1987, se 
crea la Escuela gallega de Administración Pública en 1982, el Instituto valencia­
no de administración pública por decreto de 1984, la Escuela canaria de Admi­
nistración Pública por la ley de función pública canaria de 1987, el Instituto astu­
riano Adolfo Posada en 1990, el Instituto navarro en 1991, etc. 

Segundo periodo de reformas 
y modernización administrativa 

A finales de la década de 1980 y, sobre todo desde comienzos de la de 1990, 
los diferentes Gobiernos autonómicos afrontaron una serie de circunstancias que 
precipitaron el cambio de las políticas de reforma y modernización de sus apa­
ratos administrativos. El agravamiento de los problemas y disfunciones que no 
podían ser solucionados de manera adecuada mediante las medidas impulsadas, 
la necesidad de contener el gasto público dentro del cumplimiento de los requi­
sitos expresados en Maastrichtt, el aumento de la insatisfacción con los servicios 
públicos de unos ciudadanos cada vez más exigentes, las experiencias de moder­
nización que estaban teniendo lugar en el entorno y el desarrollo de las nuevas 
tecnologías de la información y las comunicaciones, constituyeron factores que 
motivaron el cambio de estrategia de los gobiernos autonómicos, conscientes de 
la necesidad de reformar las estructuras, los procedimientos y los valores de sus 
organizaciones públicas para responder a los nuevos y cambiantes retos a los que 
debían hacer frente. 

Es este, pues, el nuevo marco estructural en el que a partir de entonces van a 
moverse los Ejecutivos autonómicos, que deciden afrontar de una manera global 
la reforma de sus organizaciones bajo los principios de eficacia, eficiencia y eco­
nomía, pero también de transparencia y responsabilidad. En este sentido, emer­
gen ambiciosos planes de modernización que presentan como factores comunes, 
aparte del empleo del instrumento de la planificación estratégica, el cambio de 
filosofía, ubicando de manera expresa al ciudadano, a la persona, en el centro 
de la actividad de las Administraciones y ya no como mero destinatario pasivo de 
las distintas políticas públicas. De esta manera, la orientación al ciudadano per-

6. De esta manera las Comunidades Autónomas mediante sucesivos Decretos adapta­
ron su normativa a las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común. 
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siguiendo su satisfacción a través de la mejora de la calidad de los servicios públi­
cos se convierte en el elemento común de la totalidad de las políticas de moderni­
zación administrativa de las Comunidades Autónomas en este periodo. A partir de 
este elemento común, el momento y características de la formulación y el alcance 
de la aplicación de estas políticas en cada una de las Comunidades Autónomas va 
a depender de dos variables básicamente: la intensidad de las presiones derivadas 
de la nueva realidad contextual y la voluntad política y la capacidad técnica nece­
sarias para llevar a cabo las concretas actuaciones de modernización. 

En lo que resta de apartado se enuncian a grandes rasgos las principales carac­
terísticas de los procesos de modernización en cada una de las Comunidades 
Autónomas, se clasifican las distintas actuaciones y se da cuenta de las medidas 
complementarias y de apoyo imprescindibles para el éxito de las estrategias de 
modernización de las administraciones autonómicas. 

Planes y actuaciones de modernización en las Comunidades Autónomas 

Quizás el primer gran proyecto de modernización y reforma de esta segunda 
fase fuera el impulsado desde 1989 por la Xunta de Galicia. A partir de éste fue­
ron sucediéndose los diferentes programas de cambio, como el proyecto ARA 
(Acción de Reforma Administrativa) de 1993 en Cataluña o el Plan de moderni­
zación de la Administración regional en Castilla la Mancha del mismo año. De 
1994 es el ambicioso programa de la Comisión de Racionalización y Mejora de 
la Administración pública, en el País Vasco. En 1996 tuvo lugar la aprobación y 
puesta en marcha de la mayoría de los planes de modernización, algunos de los 
cuales siguen vigentes en la actualidad: Plan de Renovación y Modernización en 
Aragón, el plan de estudio de las oportunidades de Modernización de Canarias, 
los Planes de Modernización de Cantabria y La Rioja, el Plan de Calidad de los 
Servicios en Murcia, el Plan Estratégico de Modernización de la Comunidad 
Valenciana o el Plan de Calidad Total de la Comunidad de Madrid. En 1997 se 
aprueba el Plan de Atención al Ciudadano en Castilla y León. De 1998 es el Plan 
de Calidad de la Consejería de Administraciones públicas de la Junta de Co­
munidades de Castilla-La Mancha En 1999 ve la luz el Plan de Modernización del 
Principado de Asturias. En el año 2000 se aprueban el Plan de Mejora y Calidad 
de los servicios en Castilla y León y el Plan Estratégico de Modernización de la 
Región de Murcia. Por último, en 2001 ven la luz el Plan Funciona en Castilla-
La Mancha y el Plan Estratégico de simplificación de la gestión administrativa en 
la Comunidad de Madrid. 

El programa lanzado en 1989 por la Xunta de GaHcia y puesto en marcha 
poco tiempo después, estaba orientado a la mejora de la eficiencia y la eficacia de 
la Administración púbHca y a conseguir el acercamiento a los ciudadanos. Como 
proyectos destacados del programa aparecían las propuestas de Administración 
Única y de comarcalización, la codificación normativa, un nuevo sistema de ges­
tión de procedimientos administrativos (SGPA), el cambio en la política de per­
sonal y la introducción de sistemas de evaluación del rendimiento (Rodríguez 
Rodríguez, 1991; Bouzada, 1995, Vilas, 2000). 



736 EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS EN 2001: TEMAS MONOGRÁFICOS 

En 1994 la Comisión de Racionalización y Mejora de la Administración 
Pública (CÓRAME) aprobó el informe «una nueva organización para una nueva 
etapa en el País Vasco. Cuarenta y siete medidas para renovar la estructura organi­
zativa del Gobierno y la Administración del País Vasco». Estas medidas se agru­
paban en cinco categorías: a) reforzar la coordinación estratégica del gobierno, b) 
simplificar las estructuras organizativas, c) disminuir el número de altos cargos y 
promover directivos públicos profesionales, d) adecuar los mecanismos para con­
trolar el gasto y mejorar los resultados y e) asegurar la ejecución de las medidas y 
profundizar en la reforma. Logros inmediatos de esta nueva estrategia fue la reduc­
ción de departamentos de 14 a 10 y del porcentaje de altos cargos, así como la 
reforma de la Ley de función pública vasca en 1997 (Echevarría, 1994, Castells 
Arteche, 1996; Llera, 2000). 

El proyecto de acción de reforma administrativa (ARA) de la Generalitat de 
Cataluña pretendió abordar de una manera integrada la mejora organizativa en 
la Administración pública, elaborando para ello sistemas de información para las 
distintas Consejerías y definiendo una serie de indicadores para la mejora del 
funcionamiento organizativo global. 

A partir de 1995, el gobierno de la Comunidad de Madrid, a través de la 
Dirección General de Calidad de los servicios implantó un plan de calidad total de 
los servicios públicos desarrollado a través de una amplia estrategia articulada por 
medio de una serie de proyectos que tenían por objeto mejorar el funcionamiento 
interno de la administración. Entre los proyectos corporativos aprobados destaca 
la elaboración de cartas de servicios, el cálculo perióciico del índice de percepción 
de calidad de los servicios, la aplicación del Modelo Europeo de Excelencia para 
evaluar la calidad de los servicios, la constitución de un observatorio de la calidad, 
los premios a la excelencia y la calidad de servicio público, etc. 

En Andalucía, la Dirección General de Organización Administrativa e Ins­
pección General de Servicios se constituyó en el órgano impulsor de medidas 
sectoriales de mejora. De ese modo destaca el Proyecto TEXJA (Sistema Infor-
matizado de Gestión y Seguimiento de Expedientes) que normaliza procedi­
mientos administrativos, el Proyecto SIRHUS, que tenía como finalidad construir 
e implantar un sistema único de gestión de recursos humanos, y el proyecto 
JÚPITER que pretendía mejorar los procesos de gestión económica. 

Bajo la dirección e impulso del Consejero de la Presidencia, el Plan de reno­
vación y modernización de la Administración de Aragón constituye uno de los 
ejemplos de planificación estratégica en la que se realiza una reflexión de fondo 
sobre el papel de la Administración regional en el desarrollo y progreso de la 
Comunidad Autónoma y en su relación con la propia sociedad. De este modo, los 
tres objetivos genéricos del Plan fueron: a) el refuerzo del papel de la Comunidad 
en el desarrollo integral de la región, b) la optimización de la gestión de recursos 
y c) el acercamiento de la Administración a los ciudadanos. Para el logro de es­
tos objetivos se aprobaron diez proyectos divididos en 88 medidas concretas, 
estableciéndose para cada una de ellas un objetivo concreto, un contenido, los 
recursos necesarios, el plazo y los responsables (Giménez Abad, 1996). El Plan 
encomienda a la Inspección de servicios, renovada funcionalmente, el seguimien­
to y coordinación de la implantación de acciones como responsable técnico, 
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correspondiendo la responsabilidad funcional a los puestos de trabajo según la 
tarea de que se trate. 

El Plan de Modernización y Calidad aprobado en 1999 por el Gobierno del 
Principado de Asturias se orienta hacia la mejora de la calidad para la satisfacción 
de los ciudadanos a través de la implantación de sistemas de información que 
mejoren la planificación y la gestión. De esta manera, se aprobaron una serie de 
proyectos concretos, como el sistema SPIGA (sistema de soporte, producción, 
información y gestión administrativa), el registro único y un nuevo modelo de 
procedimiento administrativo común. Asimismo, se crea el centro de gestión 
de servicios informáticos para el asesoramiento de todos los empleados públi­
cos del Principado de Asturias en todas aquellas cuestiones de contenido infor­
mático y telefónico que puedan plantearse en su trabajo diario. 

La estrategia de modernización en Canarias impulsada por la Comisión 
Interdepartamental para la reforma administrativa creada en marzo de 1993 se 
centra principalmente en la mejora de la gestión interna y en el desarrollo de cau­
ces de información con los ciudadanos. Hay que destacar la aprobación ya desde 
1992 de un Plan de Acción General en el área de informática y el Plan Director 
de Tecnología de la Información de la Administración Pública de 1995. Se asiste 
en los últimos años a un acusado proceso de reducción y simplificación de trá­
mites administrativos centrado en el análisis previo de procedimientos para su 
posterior racionalización y normalización y en la elaboración de una guía de 
procedimientos a instancia de parte (también en internet), de un manual de ges­
tión de recursos humanos, y de diferentes guías de funciones y servicios dirigi­
das a los ciudadanos. En los últimos años se asiste a distintas propuestas que pre­
tenden introducir la calidad total en la Administración pública, transformar la 
Inspección General de Servicios en la Dirección General de Organización y 
Calidad y potenciar la utilización de técnicas gerenciales (Rodríguez Rodríguez, 
2000, 179). 

El Plan Estratégico de Modernización de la Comunidad Valenciana (PEMAV) 
pretendía llegar a una Administración responsable, interrelacionada, descentrali­
zada y eficaz. De este modo, el Acuerdo del Gobierno Valenciano de 24 febrero de 
1998 impulsó un sistema de evaluación de la calidad de los centros, entidades y ser­
vicios de la Administración de la Generalitat Valenciana (Ramos, 1998, 355). Por 
otra parte, el PEMAV estuvo centrado en proyectos concretos de informatización 
y desarrollo de nuevas tecnologías, en la integración de los diferentes servicios 
territoriales y en la externalización de ciertos servicios en agencias autónomas. 

El Plan de Modernización del Gobierno de Cantabria de 1996 pretendía que 
cada una de las Consejerías presentara anualmente un programa con propuestas 
de modernización de los servicios públicos que se consideraran prioritarios para 
el incremento de la eficacia, la racionalización y simplificación de procedimien­
tos y la mejora de la comunicación a los ciudadanos. Entre las medidas concre­
tas implantadas, destaca la elaboración de la guía de expedientes administrativos 
iniciados por los ciudadanos y la puesta en marcha del sistema de información 
administrativa unificada (SIAU). 

El plan de atención al ciudadano de 1997 en Castilla y León constaba de cua-
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tro programas, entre los que destacaban el de organización de la información 
administrativa y del registro administrativo y el de mejora de los servicios públi­
cos. El primero de ellos fue desarrollado por el Decreto 252/1997, de 18 de 
diciembre por el que se regulan los servicios de información y atención al ciuda­
dano y el Decreto 8/1998, de 22 de enero que regula las funciones de registro. El 
programa de mejora de los servicios públicos fue desarrollado por el Plan Marco 
de mejora y calidad de los servicios (Decreto 46/2000, de 9 de marzo). Con una 
vigencia de tres años, este plan marco prevé la aprobación por parte de la Junta, 
previo informe vinculante de la Dirección General de Calidad, de programas 
departamentales de mejora y calidad de los servicios en cada una de las Con­
sejerías. A día de hoy tan sólo han sido aprobados los programas de las Consejerías 
de Agricultura y Ganadería, Educación y Cultura y Fomento. En febrero de 2001 
se aprobó la regulación de la constitución y funcionamiento de los grupos de 
mejora. El Plan marco recoge una serie de principios básicos, de objetivos y de lí­
neas estratégicas, dando especial importancia a las tareas de comunicación interna 
y externa de la nueva filosofía a implantar. 

El Plan de Innovación y Mejora de la Comunidad de Extremadura incluye un 
conjunto de proyectos de modernización que pretendían la mejora de los servi­
cios públicos y alcanzar un contacto más directo con los ciudadanos. Entre esos 
proyectos destacan la automatización de procedimientos, la implantación de sis­
temas de informatización y el funcionamiento del observatorio de la calidad de 
los servicios públicos. 

La estrategia modernizadora en la Comunidad de Navarra se caracteriza por 
el desarrollo de nuevos sistemas de gestión, a partir sobre todo de la temprana 
implantación del SIGE (Sistema Integrado de Gestión de Expedientes), especial­
mente en materia tributaria. Asimismo destaca la puesta en marcha en los últi­
mos años del programa SITNA. 

La Comunidad de La Rioja inició su proceso de modernización de una forma 
efectiva en 1996. Su planteamiento estratégico vincula la reforma de la Admi­
nistración con la reforma de la sociedad a través del objetivo de la cohesión social 
y se pretende que toda medida de modernización afecte a todos los niveles de la 
Administración. Entre los proyectos llevados a cabo pueden destacarse los que 
suponen el rediseño de procesos y la orientación al usuario mediante el empleo 
de las nuevas tecnologías y los proyectos de conexión interadministrativa y ven­
tanilla única (Gobierno de la Rioja, 2000). 

Las políticas de modernización y mejora de la Administración autonómica de 
la Comunidad de Baleares se centraron básicamente en la implantación de siste­
mas de información y comunicación con los ciudadanos, a través sobre todo de 
la implantación del SIAC (Servicio de Información y Atención al Ciudadano) y 
del teléfono centralizado de emergencias. Asimismo se han puesto en práctica 
diferentes medidas para la modernización administrativa en el sector turístico, 
con la creación de las oficinas de atención turística. 

Las políticas regionales de calidad en los servicios públicos de la Comunidad de 
Castilla la Mancha tienen su arranque en el Plan de Modernización de la Ad­
ministración Regional de 1993 y su continuidad en el Plan de Calidad de 1998. 
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Estas iniciativas culminan con la aprobación de la Carta de los Derechos del 
Ciudadano el 30 de marzo de 1999, que contiene un catálogo de estándares de 
calidad en el acceso a la información y a los servicios de todos los ciudadanos, así 
como su participación en las principales decisiones que afectan a su diseño y eva­
luación. 

Por su parte, por Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Comunidad de 
Castilla-La Mancha de enero de 2001 se aprueba la organización y procedimien­
to de elaboración del Plan Funciona para la modernización de la Administración, 
que se desarrollará a partir de proyectos de medio plazo que irán renovándose a 
medida que su implementación vaya cumpliendo las expectativas creadas. Este 
nuevo plan afecta a recursos humanos, estructuras, sistemas de información, sis­
temas de planificación y control, relaciones con los usuarios, procedimientos, 
etc., buscando como objetivo primordial un modelo integrado de administración 
capaz de responder a las exigencias presentes y futuras. Para lograrlo, incorpora 
seis objetivos esenciales y una serie de estrategias para alcanzarlos. 

El Plan de Calidad de los Servicios de la Región de Murcia de 1996 pretendía 
potenciar, mejorar y racionalizar la Administración autonómica, y para ello se 
pusieron en marcha proyectos como la ventanilla única, la ventanilla móvil, la 
oficina de atención al contribuyente, guía de servicios, etc. Transcurridos cuatro 
años se consideró oportuno continuar avanzando por la senda de la moderniza­
ción, sobre todo ante los nuevos traspasos competenciales y para asegurar la 
integración de las diferentes administraciones desde una perspectiva más cohe­
rente y ordenada. Así, por Decreto 15/2000 de 30 de marzo se aprobó el Plan 
Estratégico de Modernización (PEMAR), que en líneas generales pretende la 
optimización de recursos, la vertebración del conjunto de la sociedad murciana 
y romper las barreras entre las diferentes administraciones públicas y los ciuda­
danos, integrando las administraciones para el incremento de la información a la 
hora de decidir y evaluar las políticas públicas. Para su puesta en marcha, el 
PEMAR fija una misión, unos valores, unos objetivos y una serie de estrategias. 

La relativa juventud y las especiales características de la autonomía de las ciu­
dades de Ceuta y Melilla, que recibieron el grueso de traspasos competenciales a 
través de los Reales Decretos de 1996 y 1999, hace que aún sea pronto para que 
en ambas se hayan desarrollado amplias estrategias de modernización adminis­
trativa, situándose aún en plena etapa de consolidación institucional. Aún así, es 
posible percibir una inequívoca actitud de acercamiento a los ciudadanos a tra­
vés de la creación de unidades y oficinas de atención y el desarrollo de conteni­
dos institucionales y de prestación de servicios en las respectivas páginas web. 

Actuaciones de modernización 

Bajo la pretensión común de convertir al ciudadano en el centro de la activi­
dad de los poderes públicos se llevan a cabo una serie de actuaciones que en últi­
ma instancia convergen en la consecución de dicho objetivo: 

Acercar la administración al ciudadano 
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Se realiza a través de diferentes medios, como la creación de nuevas oficinas 
de información y atención al ciudadano de carácter general y la descentralización 
espacial de las mismas en diversos puntos del territorio de cada Comunidad 
Autónoma, la ampliación de los servicios que prestan las ya existentes, la aper­
tura de oficinas de información departamental, el desarrollo de páginas web 
como punto de encuentro entre la administración y los ciudadanos o la aproba­
ción de catálogos de derechos y guías de servicios de carácter general y departa­
mental. A modo de ejemplo, las diecinueve administraciones disponen de ofici­
nas de información de carácter general (con la excepción de Navarra, que sí dis­
pone de oficinas de carácter departamental) y de páginas web^ en las que ofrecen 
diferentes servicios, mientras que la mayoría de ellas han aprobado guías de ser­
vicios de carácter general, si bien sólo se editan con carácter anual en Cataluña, 
Extremadura, Galicia, Madrid y Murcia. 

Reordenación de las estructuras administrativas 
en función del destinatario de los servicios 

La orientación al ciudadano de las administraciones autonómicas necesita la 
adaptación de las estructuras a los servicios que prestan. En este sentido pueden 
adoptarse dos estrategias: a) creación de oficinas de gestión unificada y «venta­
nilla única» o, b) procederse a la reorganización integral de la administración 
en función de la lógica de los servicios prestados. La mayoría de Comunidades 
Autónomas han optado por la primera opción, sobre todo en el marco del pro­
yecto «ventanilla única» impulsado por la Administración General del Estado 
desde el Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de abril de 1997, A partir 
de entonces se adopta el compromiso específico de «interconexión de registros» 
y se abre la participación a las Comunidades Autónomas a través de la firma 
de Convenios-Marco con la Administración General del Estado, a los que tam­
bién podrán adherirse las entidades locales.* A finales de 2000 habían firmado 
ya convenios marco diez Comunidades Autónomas. Entre las experiencias de 
registro único pueden citarse, entre otras, la oficina de gestión unificada para 
establecimientos industriales y las oficinas de gestión ambiental unificada de 
la Generalitat de Catalunya (Alcover et al, 1996), la ventanilla única empresarial 
de la Comunidad de Madrid, la oficina de tramitación única de industrias en 
Galicia o las oficinas de respuesta unificada para PYMES y la nueva regulación a 
la intervención en materia de instalación de establecimientos industriales en 
Andalucía. 

Implantación de sistemas de gestión y mejora de la calidad 

De un modo u otro la preocupación por la mejora de la calidad de los servi­
cios públicos viene estando presente en todas las Administraciones autonómicas. 
Sin embargo, es posible mencionar estrategias concretas para la introducción de 

7. La primera página web de una Administración autonómica fue la de la Comunidad 
Valenciana en 1994 y la última en ser lanzada, la de la Comunidad de Cantabria en 1999. 

8. El proyecto de ventanilla única tiene como antecedente inmediato la firma desde 
febrero de 1996 de numerosos Convenios bilaterales entre la Admistración General del 
Estado y varias Entidades locales en aplicación del artículo 38.4. b) de la Ley 30/1992. 
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sistemas de aseguramiento de la calidad total en varias Comunidades, como en 
Madrid, Castilla-La Mancha, la Comunidad Valenciana o Castilla y León. De 
esta manera, se crean órganos específicos de impulso y seguimiento de los planes 
de calidad dentro de las Consejerías de Hacienda (Madrid) o de Presidencia 
(Castilla y León), se llevan a cabo estrategias concretas para la extensión de la 
cultura de la calidad y se aplican técnicas concretas de evaluación de los servicios. 

Racionalización burocrática 

La continuación de los procesos de simplificación y racionalización de las uni­
dades y procedimientos administrativos responden también a la estrategia de orien­
tación al ciudadano. De esta manera, se asiste a la estandarización de unidades y 
funciones a través de normas y manuales de estructura (Echebarría, 1995). Asimis­
mo se procede a la automatización de procedimientos mediante la implantación de 
nuevos sistemas de gestión, como el SGPA (sistema de gestión de procedimientos 
administrativos) en Galicia, el desarrollo del SIGE (sistema integrado de gestión de 
expedientes) en Navarra, el nuevo plan estratégico de simplificación de la gestión ad­
ministrativa en la Comunidad de Madrid (2001) y las actuaciones de análisis previo 
y elaboración de guías de procedimientos a instancia de parte en Canarias. 

Recursos humanos 

Se reforman las leyes de función pública para superar la rigidez y dotar al sis­
tema de planificación de una visión estratégica de acuerdo con las necesidades de 
la organización y los patrones presupuestarios (Palomar, 1997). De esa manera, 
entre otras, destacan las reformas de las leyes en Cataluña (1994), Galicia 1995), 
Asturias (1996), Comunidad Valenciana (1996) y País Vasco (1997), que confie­
ren a la planificación y gestión de recursos humanos un papel fundamental en la 
mejora de las respectivas administraciones autonómicas. 

Administración periférica 

Se confirma la tendencia a la implantación definitiva de los aparatos propios en 
el territorio de las Comunidades Autónomas (Font, 1997) que ven reforzada su 
posición institucional tras la aprobación de la LOFAGE. El Decreto 512/ 1996, de 
10 de diciembre, de la Junta de Andalucía transforma, no sin cierta polémica, los 
delegados de gobernación en delegados del gobierno, que pasan a ser la primera 
autoridad administrativa en la provincia y máximo representante del Consejo de 
Gobierno en la misma. Por su parte, la Ley de Administración de Aragón de 1996 
regula los delegados de gobierno, expresión confusa, en Huesca y Teruel y prevé 
una organización territorial de ámbito comarcal. Un Decreto posterior crea la 
Comisión provincial de coordinación. El Decreto 8/1996, de 16 de enero de la Ge-
neralitat valenciana estructura su administración periférica con la figura del dele­
gado territorial de ámbito provincial y las comisiones territoriales de coordinación. 
Asimismo, el País Vasco ha procedido a la reforma de su administración periférica 
con el objetivo de eliminar duplicidades e ineficiencias a través de la delegación de 
competencias en los Ayuntamientos y las Diputaciones Forales. 

Empleo de nuevas técnicas gerenciales 
y evolución de la administración institucional 

Con el objetivo de mejorar la gestión a través del incremento de la eficacia y 
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eficiencia en la prestación de servicios públicos se está asistiendo a la lenta implan­
tación de novedosas técnicas de management, muchas de ellas procedentes del 
mundo privado empresarial y que han sido implantadas con éxito en las organi­
zaciones públicas de los países de nuestro entorno cultural, como la evaluación de 
programas, la dirección y administración por objetivos, la planificación estratégi­
ca, la gestión del cambio o la dirección de recursos humanos. En este sentido cabe 
destacar el ambicioso programa de evaluación del rendimiento en la Xunta de 
Galicia, que con una notable implantación pretende conocer la gestión de cada 
unidad administrativa, aumentar la motivación del personal, proveer información 
sobre el rendimiento de las unidades, permitir establecer comparaciones, detectar 
problemas organizativos o funcionales y proceder a su rápida corrección y, por 
último, introducir en el conjunto de la organización la cultura de la calidad a tra­
vés del establecimiento de objetivos susceptibles de cuantificación y verificación 
(Xunta de Galicia, 2001). 

La aprobación de la LOFAGE supuso la apertura de un proceso de homolo­
gación de la denominación de los entes de la administración institucional, orga­
nismos autónomos y entes públicos empresariales, a través fundamentalmente de 
las leyes de acompañamiento a los presupuestos. En cualquier caso se asiste a un 
proceso, más evidente en algunas Comunidades Autónomas, de separación de las 
funciones de financiación y ejecución a través de la externalización de determi­
nados servicios, como los sanitarios, los informáticos o la gestión de las infraes­
tructuras, desarrollando formas de competencia entre proveedores y dotando a 
las nuevas agencias de amplia autonomía de gestión a cambio del cumplimiento 
de los contratos a través de distintos sistemas de indicadores. 

Medidas de apoyo y complemento a la estrategia de modernización 

En la mayoría de Comunidades Autónomas se crearon diferentes órganos, 
instrumentos y mecanismos que son indispensables para el logro de los objetivos 
de modernización pretendidos en los distintos programas. 

En primer lugar, como elemento imprescindible en la implantación de siste­
mas de aseguramiento de la calidad se crean premios a las mejores prácticas, se 
impulsan amplios planes de difusión para extender la cultura de la calidad y la 
mejora continua a lo largo de las organizaciones y se llevan a cabo encuestas a los 
ciudadanos sobre la percepción de la calidad de los servicios. 

En segundo término, se da una gran relevancia a los Institutos y Escuelas de 
Administración pública, que pasan a convertirse en instituciones clave para la 
puesta en marcha de las propuestas modernizadoras.^ Así, a través de unos pla­
nes de formación coherentes con los objetivos de reforma se pretenden mejorar 
los conocimientos, las capacidades y los valores del conjunto de empleados 
públicos. De ese modo, en general, se realizan esfuerzos para adaptar las accio-

9. Se crean nuevos Institutos de administración pública, como el instituto madrileño o 
la Escuela de Administración Pública de Murcia, ambos de 1996. 
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nes formativas a las necesidades de las organizaciones, impulsar una formación 
de calidad y extender la cultura del aprendizaje permanente a lo largo y ancho de 
las Administraciones autonómicas. 

En tercer lugar, cada programa de modernización encarga a órganos específi­
cos, normalmente colegiados y con representación de todos los departamentos, las 
tareas de impulso y coordinación del proceso de implantación y a órganos de 
carácter técnico la ejecución directa de los distintos proyectos. Entre los primeros 
pueden destacarse el Pleno del Comité Director en Cataluña, la Comisión Central 
de Racionalización de la Xunta de Galicia, la Comisión Interdepartamental para la 
reforma administrativa de Canarias, la Comisión de Racionalización y Mejora del 
Gobierno Vasco, la Dirección General de Calidad de la Comunidad de Madrid, la 
Comisión de Control e Impulso del PEMAR en Murcia, la Comisión de Dirección 
del Plan Marco de Mejora y Calidad de los Servicios en Castilla y León o la Di­
rección para la Renovación y Modernización Administrativa en Aragón. Por su 
{Jarte, entre los órganos técnicos pueden señalarse las Inspecciones de Servicios de 
a Xunta de Galicia y de la Diputación General de Aragón, la Dirección General 

de Organización Administrativa e Inspección General de Servicios en Andalucía, 
la Dirección de Organización y Sistemas en Navarra, la Dirección General de 
Calidad en Castilla y León, el Comité de seguimiento en Castilla-La Mancha o el 
Comité de dirección en Murcia. 

En cuarto lugar, el desarrollo de las nuevas tecnologías de la información y las 
comunicaciones fueron instrumentos imprescindibles para la implantación de 
muchas de las propuestas de reforma, como la interconexión de registros, la ges­
tión de procedimientos, el desarrollo de amplios sistemas de información inter e 
intradepartamental, la creación de páginas web para facilitar el acercamiento a los 
ciudadanos, etc. 

Por último, los referentes válidos de modernización en las administraciones 
del entorno autonómico y los procesos de intercambio de información y expe­
riencias entre las distintas Comunidades Autónomas constituyen elementos 
impulsores de sus estrategias de reforma, ya que la existencia de modelos a imitar 
reduce la incertidumbre, disminuye los costes de tiempo en la implantación de 
programas de modernización (Arenilla, 1997) y favorece la decisión política de lle­
varlos a cabo.'° 

Conclusiones 

El proceso de creación institucional apareció influido por la Administración 
del Estado en cuanto único referente válido. 

La apreciación de los primeros problemas en el funcionamiento de las nuevas 

10. A modo de ejemplo, destacan la celebración de diversos seminarios monográficos 
sobre modernización administrativa y las tres Jornadas celebradas hasta la fecha sobre 
Administración y calidad de los servicios en las Administraciones Públicas, que reúnen a 
representantes de las tres Administraciones y cuya última edición de marzo de 2001 dio 
lugar a la Declaración de Segovia en materia de calidad en las Administraciones públicas. 
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Administraciones motivaron la adopción de medidas -parciales en la forma- de 
reforma sobre todo dirigidas a la racionalización burocrática -en el contenido. 

La confluencia de una serie de factores externos (necesidad de contención del 
gasto público, insatisfacción de los ciudadanos con los servicios públicos, desarro­
llo tecnológico, etc.) e internos (problemas de funcionamiento, inflación orgánica, 
etc.) motivaron el cambio radical de estrategia, comenzando a adoptarse planes de 
modernización de largo alcance, que tomaban en consideración el papel de la 
Administración autonómica en el desarrollo de la Comunidad, que diseñaba un 
proceso en el que se recogía de manera expresa la misión, los objetivos, los instru­
mentos, las acciones concretas, los plazos y los actores principales del mismo. 

A pesar de la dificultad de realizar valoraciones globales del éxito de los dis­
tintos programas de modernización, tanto por su multiplicidad y heterogeneidad, 
como por encontrarnos en plena implantación de muchos de ellos, es posible emi­
tir un juicio positivo asentado en la importancia del cambio de visión general de 
los nuevos programas, el empleo de la planificación estratégica para su diseño y el 
impulso político de muchos de los Gobiernos autonómicos. Asimismo, los pri­
meros resultados ofrecen impactos positivos en términos de incremento de la cali­
dad de los servicios, de un efectivo acercamiento a los ciudadanos, de aumento de 
la eficacia y eficiencia en las actuaciones de muchos departamentos y entes autó­
nomos, de los primeros avances en el intento de cambio cultural en las organiza­
ciones autonómicas, etc. 

A pesar de ello aún queda mucho por hacer. Debe profundizarse en las medi­
das implantadas, fortalecer los mecanismos de responsabilidad y transparencia 
ante la práctica de externalización de servicios, impulsar aún más la implantación 
de nuevas técnicas gerenciales que permitan evaluaciones periódicas de activida­
des y resultados, desarrollar las estrategias de relaciones interadministrativas y la 
expansión de la administración electrónica, etc. 
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